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CORTE FEDERAL DE PRIMERA INSTANCIA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

DISTRITO ESTE DE CALIFORNIA 

 
THOMAS BELTRAN, et al., 

Demandante, 

 

v. 

OLAM SPICES AND VEGETABLES, 
INC., 

Demandado. 

 

) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 
) 

Caso N.º: 1:18-cv-1676 JLT SAB 

ORDEN POR LA QUE SE ADOPTAN 
EN PARTE LAS 
DETERMINACIONES Y 
RECOMENDACIONES SOBRE LAS 
SOLICITUDES DEL DEMANDANTE 
DE HOMOLOGACIÓN DEFINITIVA, 
HONORARIOS, COSTOS Y PAGOS A 
LOS REPRESENTANTES DE LA 
CLASE 

(Doc. 58, 60, 65 y 66) 

ORDEN Y SENTENCIA DE 
HOMOLOGACIÓN DEFINITIVA 

 

Los Demandantes buscan responsabilizar a Olam Spices and Vegetables, 

Inc., por violaciones de las leyes estatales y federales en materia de salarios y horas 

de trabajo. Los Demandantes ahora solicitan la homologación definitiva de un 

acuerdo al que se llegó en esta acción. Además, los Demandantes solicitan el pago 

de costos y honorarios de abogados del fondo del acuerdo, costos por la 

administración del acuerdo y aumentos en el pago para los representantes de la 

clase. (Doc. 58, 60). El juez asignado recomendó que se otorgue la homologación 

definitiva de los términos, con reducciones en los honorarios, gastos y aumentos en 
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los pagos solicitados. (Doc. 65). 

Por los motivos establecidos abajo, las Determinaciones y Recomendaciones 

del juez se adoptan en parte. Dado que los Demandantes tienen la carga de 

demostrar que los términos del Acuerdo son justos, razonables y adecuados, se 

concede la solicitud de homologación definitiva del Acuerdo, con modificaciones 

en los honorarios de abogados, gastos de abogados y pagos a los representantes de 

la clase solicitados  

I. Resumen de los términos del Acuerdo 

Conforme con el “Acuerdo y Exoneración de la Cuarta Enmienda de Acción 

de Clase y Acción Colectiva” (“el Acuerdo”), las partes acuerdan un importe bruto 

de $4,500,000.00 para resolver la acción. (Doc. 41 en 13, Acuerdo § 11(40)). La 

Clase según la Norma 23 se define de la siguiente manera: 

Todas las personas que fueron empleados de Olam West Coast, Inc. 
(“Demandado”) en un puesto que el Demandado clasificó como no 
exento o no exento por hora y que trabajaron en ese puesto en las 
instalaciones del Demandado de Fresno, Firebaugh, Hanford, Lemoore, 
Gilroy o Williams en California y por cuyo puesto se les pagó a los 
Miembros de la Clase y Miembros en virtud de la FLSA como no exentos 
(“Puesto Cubierto”), en cualquier momento durante el período del 7 de 
julio del 2011 al 22 de septiembre del 2021 (“Período Resuelto”), o a los 
patrimonios de dichas personas. 

(Doc. 44 en 2 [definición y certificación condicional de la clase del acuerdo]; 

consulte también Doc. 41 en 6, § 11(6)). 

La Clase Colectiva en virtud de la FLSA incluye: 

Todas las personas que fueron empleados en Olam West Coast, Inc. (el 
“Demandado”) en las sedes del Demandado de Fresno, Firebaugh, 
Hanford, Lemoore, Gilroy o Williams en uno o más puestos que fueron 
clasificados como no exentos o no exentos por hora en cualquier 
momento durante el período comprendido desde el 7 de julio del 2011 al 
22 de septiembre del 2021 (“Miembros en virtud de la FLSA”). 
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(Id. [definición y certificación condicional de la clase colectiva en virtud de la 

FLSA]; consulte también Doc. 41 en 7, § II (18)). 

El Fondo Total del Acuerdo cubrirá todos los pagos a los Miembros de la 

Clase y Miembros en virtud de la FLSA, lo que incluye aumentos en el pago a los 

Demandantes que actúen como representantes de la clase. (Doc. 41 en 15, § 

111(6)). Además, el Acuerdo prevé los pagos a los Abogados de la Clase en 

concepto de gastos y honorarios de abogados, al Administrador del Acuerdo y a la 

Agencia de Trabajo y Desarrollo de la Fuerza Laboral de California. (Id. en 15-17, 

§ III (5)-(9)). Específicamente, el Acuerdo establece los siguientes pagos: 

• Aumentos en el pago de hasta $7,500 para los Demandantes Thomas Beltran, 

Mario Martinez, Maria Obeso Cota y Alexander Solorio; y un aumento en el pago 

de $3,500 para el Demandante Juan Rivera; 

• Los abogados de la Clase recibirán hasta 35% del importe bruto del 
acuerdo en concepto de honorarios, y hasta $65,000 en concepto de 
gastos; 

• La Agencia de Trabajo y Desarrollo de la Fuerza Laboral recibirá 
$112,500 del pago total en virtud de la PAGA de $150,000; 

• Costos razonables de administración para el Administrador del 
Acuerdo. 

(Consulte id.) Después de estos pagos previstos, el fondo restante (neto) se 

distribuirá a los Miembros de la Clase y Miembros en virtud de la FLSA. La 

totalidad del fondo se distribuirá “y ninguna parte de él volverá al Demandado ni 

será conservada por él”. (Id. en 13, § 11(40)). Las partes acordaron que el 75% del 

fondo neto del acuerdo se destinará a los Miembros de la Clase, y el 25% se 

destinará a los Miembros en virtud de la FLSA. (Id. en 17-16, § 111(9)). 

II. Notificación y respuesta 
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Conforme con la Norma 23, se podrá realizar la notificación a una clase 

mediante correo postal de los EE. UU., servicio electrónico “u otros medios 

apropiados”. Normas Fed. de Proc. Civ. 23(c)(2)(B). En la etapa de homologación 

preliminar, el juez cuestionó si “el envío por correo de una única notificación 

sería... suficiente para informar a los miembros de la clase de esta litispendencia”. 

(Consulte Doc. 65 en 19, que cita a Roes, 1-2 v. SFBSC Mgmt., LLC, 944 F.3d 

1035, 1043 (9.º Cir. 2019)). Por lo tanto, las partes acordaron lo siguiente: 

el paquete de notificación se enviará por correo al último domicilio 
conocido de cada miembro de la clase o acción colectiva; 
aproximadamente a mitad del período de inclusión, se enviará un correo 
de seguimiento con una tarjeta de recordatorio para quienes todavía no 
hayan optado por participar en la acción colectiva en virtud de la FLSA; y 
se establecerá un sitio web sobre el acuerdo con información sobre él, que 
deberá poder consultarse desde un teléfono móvil. 

(Id. en 19-20, que cita al Doc. 32 en 9). Las partes también acordaron que “[e]l sitio 

web del acuerdo se incluirá en la notificación enviada por correo a los miembros 

putativos”. (Id.) 

El Administrador del Acuerdo, Simpluris, indicó que la compañía envió por 

correo los Paquetes de Notificación a 8,178 personas identificadas por el 

Demandado como Miembros de la Clase el 12 de agosto del 2022. (Doc. 63 en 5, 

Decl. de Kline, párrafos 6-8). Aunque 814 de los Paquetes de Notificación iniciales 

regresaron a Simpluris, la compañía pudo encontrar los domicilios actualizados de 

697 personas y reenviar los paquetes por correo. (Id. párrafo 10). Finalmente, 117 

de estos Paquetes de Notificación quedaron sin poder entregarse. (Id.) La fecha 

límite para responder al Paquete de Notificación (lo que incluye solicitar la 

exclusión, oponerse al acuerdo, disputar la cantidad de semanas de trabajo u optar 

por participar en el Acuerdo en virtud de la FLSA) fue el 11 de octubre del 2022. 

(Id., párrafo 13; consulte también Acuerdo § 11(35)). Sin embargo, “se le informó a 
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Simpluris que inadvertidamente se excluyeron Miembros de la Clase de la Lista de 

Clase para el envío inicial por correo” el 11 de octubre del 2022. (Doc. 63 en 5, 

Kline Decl, párrafo 11). El 21 de octubre del 2022, Simpluris envió el Paquete de 

Notificación por correo a otras 572 personas, identificadas como los “Miembros de 

la Clase Omitidos”. (Id., párrafo 12). Se prorrogó la fecha límite para la respuesta al 

20 de diciembre del 2022 para los Miembros de la Clase Omitidos. (Id.) 

Al revisar la información de los Demandantes y Simpluris, el juez observó 

que, al momento de presentación de la solicitud de homologación definitiva, 

Simpluris recibió 1,235 Formularios de Demanda de FLSA. (Doc. 65 en 16). No se 

recibieron oposiciones al acuerdo. (Id.) Sin embargo, “Simpluris anticipó que 

todavía podrían recibirse respuestas adicionales de los Miembros de la Clase 

Omitidos con la debida fecha postal”. (Id. en 17). El juez identificó las siguientes 

preocupaciones: 

En primer lugar, la Corte no encuentra información en la declaración 
presentada de manera tardía sobre si algún paquete de los Miembros de la 
Clase Omitidos regresó como imposible de entregar ni tampoco sobre el 
proceso de seguimiento para localización de dichos miembros de difícil 
contacto. 

En segundo lugar, la Corte no encuentra información en la solicitud 
ni en las declaraciones sobre el envío por correo de las tarjetas de 
recordatorio, que fue un factor adicional que la Corte consideró en la 
aprobación del proceso de notificación. Sin embargo, la Corte revisó la 
factura proporcionada por Simpluris y notó que al menos hay evidencia 
de que se enviaron 7,140 tarjetas postales de recordatorio, por un cargo 
de $4,998.00. (ECF N.º 63 en 22). 

En tercer lugar, los Demandantes no incluyen información sobre el 
envío masivo de mensajes de texto. Simpluris sí declara el envío de 
Paquetes de Notificación a 1,704 Miembros de la Clase que tenían una 
dirección de correo electrónico. (Decl. de Simpluris, 9). La revisión de la 
Corte muestra que se cobró $1,000.00 en concepto de “Preparación y 
envío de correos electrónicos/mensajes de texto”. (ECF N.º 63 en 22). Sin 
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embargo, ni la declaración ni la solicitud contienen ninguna afirmación 
de que se hayan enviado mensajes de texto a una cantidad de números de 
teléfono conocidos. 

En cuarto lugar, es importante mencionar que, luego de la audiencia 
de homologación definitiva, la revisión de la Corte de la declaración 
presentada de manera tardía reveló que la Notificación a la Clase contenía 
la fecha incorrecta de la audiencia de homologación definitiva en dos 
puntos diferentes de la notificación, donde se indicaba la fecha de 
audiencia como 23 de enero del 2023, en lugar de la fecha correcta de 25 
de enero del 2023. (ECF N.º 63 en 17, 19). Sin embargo, la fecha de 
audiencia correcta sí aparece en dos lugares de la notificación de FLSA. 
(ECF N.º 63 en 11-12). Ninguna de las partes mencionó ni identificó este 
error antes, durante o después de la audiencia de homologación 
definitiva. 

(Doc. 65 en 20, nota al pie omitida). El juez determinó que estas cuestiones, 

incluida la fecha de audiencia incorrecta, no ameritan una determinación de que la 

entrega de notificaciones fue inadecuada. (Id. en 21-24). El juez determinó que “la 

notificación hecha ha sido suficiente, con sujeción a que las partes aborden esta 

falta de información en oposiciones, además de las otras preocupaciones específicas 

que se identificaron arriba respecto de la notificación”. (Id. en 24, que cita Silber v. 

Mahon, 18 F.3d 1449, 1453-54 (9. ° Cir. 1994); Winans v. Emeritus Corp., 2016 

WL 107574, en *3 (N.D. Cal., 11 de enero del 2016) (lo destacado fue omitido)). 

Sin embargo, el juez indicó que, en respuesta a las Determinaciones y 

Recomendaciones, se esperaba que los Demandantes abordaran las siguientes 

cuestiones: “(1) una falta de números actualizados proporcionados por Simpluris 

desde la fecha de presentación de la solicitud de homologación definitiva hasta la 

audiencia de homologación definitiva, lo que incluye información correspondiente 

a los Miembros de la Clase Omitidos; (2) la fecha de la audiencia de homologación 

definitiva incorrecta incluida en el Paquete de Notificación; y (3) información 

correspondiente a tarjetas postales de recordatorio, notificación por correo 
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electrónico y envío masivo de mensajes de texto, a nivel general y con respecto a 

los Miembros de la Clase Omitidos”. (Doc. 65 en 67, n. 17). 

A. Error en la fecha de audiencia 

Respuesta a las observaciones del juez sobre el error en la fecha de audiencia. 

Los Demandantes reconocen que “[e]l Paquete de Notificación a la Clase para los 

Miembros de la Clase Iniciales y los Miembros de la Clase Omitidos indicaba como 

fecha de audiencia de homologación definitiva el 23 de enero del 2023”. (Doc. 66 

en 3, que cita Decl. Sup. de Kline, párrafo 17 [Doc. 66-3 en 4]). Lindsay Kline, una 

Gerente de Proyecto Sénior de Simpluris, indica que la fecha de audiencia “fue un 

error tipográfico inadvertido por parte de Simpluris”. (Doc. 66-3 en 4, párrafo 17). 

Conforme con la Norma 23 de las Normas Federales de Procedimiento Civil, 

una notificación “a una clase que se propone certificar para los fines del acuerdo en 

virtud de la Norma 23(b)(3)” ―como corresponde aquí― debe incluir: 

(i) la naturaleza de la acción; 
(ii) la definición de la clase certificada; 
(iii) los reclamos, cuestiones o defensas de la clase; 
(iv) que un miembro de la clase puede comparecer mediante un abogado 
si el miembro así lo desea; 
(v) que la corte excluirá de la clase a cualquier miembro que solicite la 
exclusión; 
(vi) el plazo y la manera en que se puede solicitar la exclusión; y 
(vii) el efecto vinculante de una sentencia de clase para los miembros en 
virtud de la Norma 23(c)(3). 
 

Normas Fed. de Proc. Civil 23(c)(2). Por lo tanto, conforme con los términos 

explícitos de la Norma 23, no se requiere que una notificación a la clase identifique 

la fecha de la audiencia de homologación definitiva. 

Notablemente, el Paquete de Notificación incluía toda la información 

requerida según la Norma 23(c)(2), lo que incluye las fechas límite aplicables para 

solicitar la exclusión u oponerse a los términos del acuerdo. Como se trata más 
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abajo, Simpluris indica que no se recibieron oposiciones al Acuerdo de los 

Miembros de la Clase, incluidos los “Miembros de la Clase Omitidos”, que tenían 

un plazo prorrogado.1 (Doc. 66-3 en 5, Decl. Sup. de Kline, 21; Doc. 63 en 5, Decl. 

de Kline, 16). Por lo tanto, la Corte determina que el error tipográfico de la fecha de 

audiencia fue inofensivo, y la información en el Paquete de Notificación fue 

suficiente conforme con la Norma 23. Consulte, p. ej., Arnett v. Bank of Am., N.A., 

2014 WL 4672458, en *3 n.7 (D.Or. 18 de septiembre del 2014) (“[u]n error 

tipográfico” en una fecha de audiencia “no hizo que la Notificación a la Clase sea 

insuficiente”). Se adopta la determinación del juez sobre la suficiencia del Paquete 

de Notificación.  

B. Notificación efectuada 

La Sra. Kline presentó una declaración suplementaria sobre la Notificación y 

Administración del Acuerdo con la respuesta del Demandante a las 

Determinaciones y Recomendaciones. (Doc. 66-3). Indica que, en el mismo día en 

que se enviaron por correo los paquetes de notificación iniciales, Simpluris también 

envió mensajes de texto y correos electrónicos a las personas cuya información se 

encontraba identificada en la Lista de información de contacto de la Clase que 

proporcionaron los Abogados del Demandado. (Id. en 3, Decl. Supl., párrafos 8-

10). La Sra. Kline indica que se enviaron Paquetes de Notificación por correo a 

1,704 personas y se enviaron mensajes de texto a 5,430 personas. (Id., párrafos 9-

10). Además, Simpluris envió cartas de recordatorio a 7,703 personas que no habían 

presentado un formulario de inclusión de la FLSA el 19 de septiembre del 2022. 

(Id., párrafo 11). 

La Sra. Kline declara que “se le informó a Simpluris que inadvertidamente se 

excluyeron Miembros de la Clase de la Lista de Clase para el envío inicial por 

 
1 Dado que ni el Administrador del Acuerdo ni la Corte recibieron oposiciones, los Miembros de la Clase no hubieran tenido 
derecho a ser escuchados en la audiencia de homologación definitiva. 
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correo” el 11 de octubre del 2022. (Doc. 66-3 en 4, Decl. Sup., párrafo 12). Indica 

que Simpluris encontró domicilios actualizados para 132 personas y envió el 

Paquete de Notificación por correo a los 562 Miembros de la Clase Omitidos diez 

días después. (Id., párrafos 13-14). De esta segunda tanda de paquetes, 76 volvieron 

a Simpluris. (Id. en 4, párrafo 16). Ninguno de los paquetes que regresaron tenía 

direcciones de reenvío, pero “Simpluris hizo una búsqueda avanzada de domicilios 

(es decir, localización de personas de difícil contacto) para todos estos domicilios” 

y encontró 58 domicilios actualizados. (Id.) Sin embargo, 18 paquetes para los 

Miembros de la Clase Omitidos quedaron sin poder entregarse. (Id.) Según la Sra. 

Kline, “Debido al malentendido de Simpluris, Simpluris no envió notificaciones por 

correo electrónico, mensajes de texto ni Cartas de Recordatorio a los Miembros de 

la Clase Omitidos”. (Id., párrafo 15). 

Aunque los Miembros de la Clase Omitidos no recibieron mensajes de texto, 

correos electrónicos ni cartas de recordatorio, parece que el servicio general del 

Administrador del Acuerdo fue adecuado. En total, Simpluris envió Paquetes de 

Notificación por correo a 8,740 personas identificadas como Miembros de la Clase. 

(Doc. 66-3 en 3-4, Decl. Sup., 8, 14; consulte también Doc. 63 en 4, Decl., párrafos 

8, 12). De estas notificaciones enviadas por correo, solo 135 quedaron sin poder 

entregarse. (Doc. 66-3 en 3-4, Decl. Sup., 8, 14; consulte también Doc. 63 en 4, 10 

[que indica que 117 paquetes para el grupo inicialmente notificado quedaron sin 

poder entregarse]). Por lo tanto, solo aproximadamente el 1.3% de las 

notificaciones enviadas quedaron sin poder entregarse, y el 98.7% de todos los 

Miembros de la Clase recibieron los Paquetes de Notificación enviados. (Consulte 

id.) 

Es importante mencionar que no se requiere que la notificación a una clase 

sea perfecta. Consulte In re Online DVD-Rental Antitrust Litig., 779 F.3d 934, 947 
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(9.º Cir. 2015) (“La notificación en este caso no fue perfecta, pero la corte no abusó 

su discreción en la homologación del plan de notificación ni en última instancia en 

la homologación del acuerdo”). Por el contrario, el proceso de notificación debe ser 

“el mejor proceso de notificación posible dadas las circunstancias, lo que incluye la 

notificación individual a todos los miembros que puedan identificarse mediante un 

esfuerzo razonable”. Norma Fed. de Proc. Civ. 23(c)(2)(B). Dado que una 

abrumadora mayoría de los Miembros de la Clase recibieron los Paquetes de 

Notificación enviados por correo, y Simpluris no recibió la información de contacto 

por teléfono o correo electrónico para cientos de personas, la notificación mediante 

el correo postal de los EE. UU. fue claramente la mejor forma de notificación 

posible y disponible para esta acción. Consulte 3 William B. Rubenstein, Alba 

Conte, and Herbert B. Newberg, Newberg on Class Actions § 8:2 (4.º ed. 2007) 

(“Cuando se conozcan los nombres y los domicilios de la mayoría de los miembros 

de la clase, se suele preferir la notificación por correo postal”); consulte también 

Silber v. Mabon, 18 F.3d 1449, 1453-54 (9.º Cir. 1994) (“la mejor notificación 

posible” no exige que todos los miembros de la clase reciban efectivamente la 

notificación); Winans v. Emeritus Corp. 2016 WL 107574, en *3 (N.D. Cal., 11 de 

enero del 2016) (“Aunque la Norma 23 requiere que se haga un ‘esfuerzo 

razonable’ para comunicarse con todos los miembros de la clase, no requiere que 

cada persona reciba efectivamente la notificación”). En consecuencia, aunque 

Simpluris no ejecutó la notificación perfectamente en la manera prevista, el envío 

por correo fue suficiente para satisfacer el estándar de “la mejor notificación 

posible” en virtud de la Norma 23.2 
 

2 El juez expresó preocupación sobre el límite para el envío por correo en esta acción sobre la base de Roes. 1-2 v. SFBSC Mgmt., 
LLC, 944 F.3d 1035, 1043 (9.º Cir. 2019). (Consulte Doc. 65 en 19). En SFBSC, la Corte del Noveno Circuito determinó que era 
“particularmente problemático” el hecho de que el método de notificación se limitara al correo postal, “a pesar de preocupaciones 
de que podría ser difícil comunicarse con los exempleados en particular por correo postal”. Id. en 1048. La Corte observó que 
aproximadamente el 12% de las 4,681 notificaciones a la clase enviadas por correo quedaron sin poder entregarse. Id. en 1046. La 
Corte determinó que esto no era suficiente e indicó que “las partes deben dar notificación ‘razonablemente calculada’ para 
informar a todos los miembros de la clase sobre el acuerdo”. Id. en 1047. La Corte explicó: “Esto es particularmente importante 
cuando... el acuerdo propuesto tiene aspectos reversionarios...” (Id., lo destacado fue agregado). En contraste, menos del 2% de 
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C. Respuesta de los Miembros de la Clase Omitidos 

La Sra. Kline indica que Simpluris recibió una solicitud de exclusión de un 

Miembro de la Clase Omitido. (Doc. 66-3 en 5, Decl. Sup. de Kline, párrafo 19). 

Además, Simpluris no recibió ninguna Oposición al Acuerdo de los Miembros de la 

Clase Omitidos. (Id., párrafo 21). Declara que ninguno de los Miembros de la Clase 

Omitidos disputó la cantidad de semanas de trabajo identificada en la notificación 

para calcular las partes del acuerdo. (Id., párrafo 22). Por último, Simpluris recibió 

13 formulario de demanda de personas identificadas como Miembros en virtud de 

la FLSA Omitidos. (Id., párrafo 20). 

II.  Certificación definitiva3 

La certificación de clase se rige por la Norma 23 de las Normas Federales de 

Procedimiento Civil, que establece que “[u]no o más miembros de una clase pueden 

demandar o ser demandados como partes representantes en nombre de todos”. 

Norma Fed. de Proc. Civ. 23(a). Las partes que solicitan la certificación de la clase 

tienen la carga de demostrar que se satisfacen los elementos de la Norma 23(a) y 

“deben demostrar afirmativamente... el cumplimiento de la Norma”. Wal-Mart 

Stores, Inc. v. Dukes, 564 U.S. 338, 350 (2011); Doninger v. Pacific Northwest 

Bell, Inc., 563 F.2d 1304, 1308 (9.º Cir. 1977). Si una acción cumple los 

prerrequisitos de la Norma 23(a), la Corte debe considerar si la clase puede 

mantenerse en una o más de las tres alternativas establecidas en la Norma 23(b). 

Narouz v. Charter Communs., LLC, 591 F.3d 1261, 1266 (9.º Cir. 2010). 

A. Requisitos de la Norma 23(a) 

 
las 8,740 notificaciones enviadas por correo quedaron sin poder entregarse en esta acción. Además, las partes acordaron que se 
distribuirá la totalidad del fondo y que el acuerdo no tiene aspectos reversionarios. (Doc. 41 en 13. § 11(40)). Por lo tanto, los 
problemas identificados por la Corte del Noveno Circuito en SFBSC no están presentes en esta acción. 
3 La clase solo se certificó condicionalmente luego de la homologación preliminar el Acuerdo, y se requiere la certificación 
definitiva de la Clase del Acuerdo. Sin embargo, el juez no hizo ninguna determinación respecto de la certificación en las 
Determinaciones y Recomendaciones en la etapa de homologación definitiva. (Consulte a nivel general Doc. 65). En 
consecuencia, la Corte hace referencia a las determinaciones previas hechas en la etapa de homologación preliminar. Consulte, 
p. ej., Taylor v. FedEx Freight. Inc., 2016 WL 6038949, en *2 (E.D. Cal., 13 de octubre del 2016) (que incorpora determinaciones 
preliminares para apoyar la certificación en la etapa de homologación definitiva); consulte también Corona v. PNCBank, N.A., 
2022 U.S. Dist. LEXIS 30185, en *8-9 (C.D. Cal., 18 de febrero del 2022). 
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La certificación de una clase es adecuada si: “(1) la clase es tan numerosa que 

la unión de todos los miembros es impracticable; (2) hay cuestiones de derecho o 

hecho comunes a la clase; (3) los reclamos o defensas de las partes representantes 

son típicas de los reclamos o defensas de la clase; y (4) las partes representantes 

protegerán de manera justa y adecuada los intereses de la clase”. Norma Fed. de 

Proc. Civ. 23(a). Estos prerrequisitos se denominan generalmente como 

numerosidad, afinidad de cuestiones de hecho o de derecho, tipicidad del reclamo 

del representante de la clase respecto de los de la clase e idoneidad del 

representante de la clase. Gen. Tel. Co. of the Southwest v. Falcon, 457 U.S. 147, 

156(1982). 

Antes, la Corte determinó que la clase del acuerdo propuesta satisfacía los 

requisitos de la Norma 23(a). (Doc. 43 en 3-12; Doc. 44 en 2 [adopción de las 

determinaciones]). Se satisface el requisito de numerosidad, porque el 

Administrador del Acuerdo indica que ahora hay 8,717 Miembros de la Clase.4 

Consulte Gay v. Waiters' & Dairy Lunchmen's Union, 549 F.2d 1330, 1332 n.7 (9.º 

Cir. Consulte Gay v. Waiters’ & Dairy Lunchmen's Union, 549 F.2d 1330, 1332 n.7 

(9.º Cir. 1977) (una clase propuesta con 110 miembros “claramente [incluía] una 

cantidad suficiente para satisfacer los requisitos de numerosidad”). El requisito de 

afinidad de cuestiones de hecho o de derecho se satisfizo mediante evidencia 

relacionada con “las políticas de redondeo del Demandado y los reclamos de los 

Demandantes sobre colocación y remoción de equipo de protección”. (Doc. 43 en 8, 

que cita Doc. 23 en 18-19). Además, los Demandantes estaban sujetos a las mismas 

políticas y prácticas que los miembros de la clase (lo que incluye la colocación y 

remoción de equipo de protección sin compensación y prácticas ilícitas sobre 

períodos de descanso y de comida), y se estableció que se satisfizo el requisito de 

 
4 Al solicitar la homologación preliminar, los Demandantes indicaron que había 7,261 personas en la clase. (Doc. 43 en 4). Por lo 
tanto, las partes han identificado a casi 1,500 miembros de la clase más. 
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tipicidad. Consulte Kayes v. Pae. Lumber Co., 51 F.3d 1449, 1463 (9.º Cir. 1995) 

(la tipicidad se demuestra cuando los demandantes principales tienen los mismos 

reclamos que los demás miembros de la clase y no están sujetos a defensas 

particulares). Por último, la Corte determinó que los Demandantes “demostraron 

que protegerán de manera justa y adecuada los intereses de la clase”, porque no se 

identificaron conflictos entre los Demandantes y la clase, y los abogados 

“demostraron que tienen suficiente experiencia en el manejo de acciones de clase 

laborales y litigios complejos sobre salarios y horas de trabajo”. (Doc. 43 en 11). 

La información adicional que se le presenta ahora a la Corte no desautoriza 

estas determinaciones hechas para certificar condicionalmente a la clase. En 

consecuencia, el análisis previo de la Corte respalda la certificación y 

homologación definitivas. Consulte, p. ej., Taylor v. FedEx Freight. Inc., 2016 WL 

6038949, en *2 (E.D. Cal., 13 de octubre del 2016) (que incorpora las 

determinaciones hechas en la homologación preliminar para determinar que la 

certificación era apropiada en la etapa de homologación definitiva); Corona v. PNC 

Bank, N.A., 2022 U.S. Dist. LEXIS 30185, en *8-9 (C.D. Cal., 18 de febrero del 

2022) (se rechaza volver a analizar las determinaciones hechas en la homologación 

preliminar dado que “nada [había] cambiado desde que la Corte certificó 

condicionalmente a la clase”). 

B. Certificación en virtud de la Norma 23(b)(3) 

Si una acción cumple los prerrequisitos de la Norma 23(a), la Corte debe 

considerar si la clase puede mantenerse en una o más de las tres alternativas 

establecidas en la Norma 23(b). Narouz v. Charter Communs., LLC, 591 F.3d 1261, 

1266 (9.º Cir. 2010). La Corte certificó condicionalmente a la clase en virtud de la 

Norma 23(b)(3). (Doc. 43 en 11-12; Doc. 44). Conforme con la Norma 23(b)(3), se 

puede mantener una clase si (1) “las cuestiones de hecho o de derecho comunes a 
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los miembros de la clase predominan por sobre cuestiones que afectan solamente a 

miembros individuales” y (2) “una acción de clase es superior a los demás métodos 

disponibles para la adjudicación justa y eficiente de la controversia”. Norma Fed. 

de Proc. Federal 23(b)(3). Estos se denominan como requisitos de “predominancia” 

y “superioridad”. Consulte Hanlon, 150 F.3d en 1022-23; consulte también Wal-

Mart Stores, 564 U.S. en 363 (“(b)(3) requiere que el juez haga determinaciones 

sobre predominancia y superioridad antes de permitir la clase”).  

1. Predominancia 

La investigación sobre predominancia se centra en “la relación entre las 

cuestiones comunes e individuales” y “analiza si las clases propuestas son 

suficientemente cohesivas para ameritar la adjudicación mediante representación”. 

Hanlon, 150 F.3d en 1022 (que cita a Amchem Prods., Inc. v. Windsor, 521 U.S. 

591,623 (1997)). “[U]na preocupación central del análisis de predominancia de la 

Norma 23(b)(3) es si ‘la adjudicación de cuestiones en común ayudará a lograr 

economía procesal’”. Vínole v. Countrywide Horne Loans, 571 F.3d 935, 944 (9.º 

Cir. 2009) (que cita a Zinser v. Accufix Research Inst., 253 F.3d 1180, 1189 (9.º 

Cir. 2001)). La Corte determinó que las cuestiones de hecho o de derecho comunes 

“predominan por sobre cuestiones que afectan solamente a miembros individuales” 

debido a “los reclamos comunes correspondientes a los miembros de la clase como 

empleados actuales y exempleados... [sujetos] a las mismas políticas del 

empleador”. (Doc. 43 en 12). Esto sigue siendo verdadero, y la Corte incorpora el 

análisis previo en el otorgamiento de la certificación definitiva de la clase. 

2. Superioridad 

La investigación de superioridad requiere una determinación de “si los 

objetivos del procedimiento de acción de clase particular se lograrán en el caso 

particular”. Hanlon, 150 F.3d en 1023 (cita omitida). En esto se analiza si “el litigio 
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de cuestiones comunes en acción de clase reducirá los costos de litigio y promoverá 

una mayor eficiencia”. Valentino v. Carter-Wallace, Inc., 97 F.3d 1227, 1234 (9.º 

Cir. 1996). Conforme con la Norma 23(b)(3), la Corte debe considerar cuatro 

factores no exclusivos para determinar si una clase es un método superior de 

adjudicación, lo que incluye (1) intereses de los miembros de la clase, (2) otros 

litigios pendientes, (3) los beneficios de concentrar los reclamos en una 

jurisdicción, y (4) dificultades en la administración de la acción de clase. Id.; 

consulte también James v. Uber Techs. Inc., 338 F.R.D. 123, 143 (C.D. Cal. 2021) 

(donde se indica que los factores identificados en la Norma 12(b)(3) abordan el 

análisis de “superioridad”). 

a. Interés de los miembros de la clase en un litigio individual 

Se instruye a que la Corte considere “los intereses de los miembros de la 

clase en el control individual del enjuiciamiento o defensa de acciones separadas”. 

Norma Fed. de Proc. Civ. 23(b)(3)(A). Este factor es más relevante cuando los 

miembros de la clase “sufrieron daños considerables o [tienen] un interés emocional 

en el litigio”. McKenzie v. Fed. Express Corp., 275 F.R.D. 290, 301 (C.D. Cal. 

2011). La Corte del Noveno Circuito explicó que “[c]uando los daños sufridos por 

cada miembro de la clase putativo no son cuantiosos, este factor corre a favor de la 

certificación de una acción de clase”. Zinser, 253 F.3d en 1190.  

El Administrador del Acuerdo indica que menos de 30 personas solicitaron la 

exclusión de la clase. (Doc. 63 en 4, Decl. de Kline, 14 [que indica que Simpluris 

recibió 26 solicitudes válidas]; Doc. 66-3 en 5, Decl. Sup. de Kline, 25 [que indica 

que un Miembro de la Clase Omitido presentó una solicitud de exclusión]). Por lo 

tanto, menos del 1% de la clase prevista solicitó la exclusión, y hay pocos indicios 

de que los miembros de la clase tengan la intención de proceder con litigios 

individuales. 
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Los pagos previstos para los Miembros Participantes de la Clase tampoco son 

particularmente cuantiosos, ya que el pago promedio estimado es de $212.54, y el 

pago más alto es de $1,684.44. (Doc. 66-3 en 6, Decl. Sup. Sup., 29). Es poco 

probable que las personas prosigan con reclamos de tan baja cuantía. Consulte 

Zinser, 253 F.3d en 1190; consulte también Bee, Denning, Inc. v. Capital Alliance 

Group, 31 F.R.D. 614, 629-30 (S.D. Cal. 2015) (una compensación de $500 “no es 

probable que incentive al demandante promedio a incurrir en costos de oportunidad 

de tiempo, esfuerzo y atención para proseguir con su reclamo de manera 

individual”); Thieriot v. Celtic Ins. Co., 2011 WL 1522385, en *4 (N.D. Cal., 21 de 

abril del 2011) (que menciona que el pago promedio de $2,462 era “relativamente 

bajo[]” y apoyaba la determinación de que una acción de clase era superior a los 

casos individuales). Como observó antes esta Corte, “cuando los reclamos 

individuales de los miembros de la clase son de baja cuantía, la acción de clase 

facilita la repartición de los costos de litigio entre numerosas partes afectadas”. 

Monterrubio v. Best Buy Stores, L.P., 291 F.R.D. 443, (E.D. Cal. 2013) (comillas 

internas, cita omitida). Por lo tanto, el factor corre a favor de la certificación 

definitiva. 

b. Otros litigios 

A continuación, la Corte considera “el alcance y la naturaleza de cualquier 

litigio sobre la controversia que los miembros de la clase ya hayan iniciado o que se 

hayan iniciado en su contra”. Norma Fed. de Proc. Civ. 23(b)(3)(B). Este acuerdo 

resuelve el litigio de cuatro acciones5, y las partes no han identificado acciones 

restantes que el acuerdo no haya abarcado. (Consulte Doc. 65 en 2). Por lo tanto, 

 
5 Las acciones incluyen: Thomas Beltran, et al. v. Olam Spices and Vegetables, Inc., inicialmente presentada el 7 de julio del 
2015, y luego transferida al Distrito Este; Maria Claudia Obeso Cola v. Olam West Coast, Inc., Superior Court of California, 
presentada el 15 de septiembre de 2015 y transferida a la Corte Superior del Condado de Fresno. Caso N.° 16CECG00081; 
Alexander Solorio v. Olam West Coast, Inc., Corte Superior del Condado de Fresno, Caso N.° 16CECG0051, presentada el 18 de 
febrero del 2016; y Juan Rivera, et al. v. Olam West Coast. Inc., Corte Superior del Condado de Santa Clara, Caso N.° 
16CV300758, presentada el 6 de octubre del 2016. (Consulte Doc. 65 en 2). 
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este factor corre a favor del otorgamiento de la certificación. 

c. Concentración en una jurisdicción 

En tercer lugar, la Corte debe considerar “los beneficios o desventajas de 

concentrar el litigio de los reclamos en una jurisdicción particular”. Norma Fed. de 

Proc. Civ. 23(b)(3)(C). No hay nada que sugiera que el Distrito Este es una 

jurisdicción indeseable para tratar el acuerdo de los asuntos, que plantean reclamos 

sobre salarios y horas de trabajo en virtud de la ley de California (además de 

reclamos en virtud de la FLSA) en nombre de los empleados que trabajaron en 

instalaciones de todo el estado. Consulte U.S. ex rel. Terry v. Wasatch Advantage 

Grp., LLC, 327 F.R.D. 395, 419 (E.D. Cal. 2018) (que determinó que el factor 

corría a favor de la certificación ya que los miembros de la clase se encontraban en 

California y se trataba de “reclamos en virtud de la ley estatal de California”). 

Además, como “las partes... llegaron a un Acuerdo propuesto, los beneficios de 

concentrar el litigio en una jurisdicción son evidentes”. Wright v. Linkus Enters., 

259 F.R.D. 468, 474 (E.D. Cal. 2009) (comillas internas, cita omitida). Por lo tanto, 

este factor corre a favor de la certificación. 

d. Administración de la acción 

Por último, la Corte debe considerar “las dificultades probables de la 

administración de una acción de clase”. Norma Fed. de Proc. Civ. 23(b)(3)(D). 

Dado que las partes llegaron a un acuerdo respecto de los reclamos e identificaron a 

la Clase del Acuerdo, no parece haber problemas con la administración de la 

acción. Consulte Espinosa v. Ahearn, 926 F.3d 539, 556-57 (9.º Cir. 2019) (“la 

administrabilidad no es una preocupación en la certificación de una clase del 

acuerdo cuando, por definición, no habrá un juicio”). Además, no es necesario que 

la Corte especule con respecto a la administrabilidad si el caso procediera a juicio. 

Consulte Amchein Prods., 521 521 U.S. en 620 (“con una solicitud de certificación 
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de clase solo de acuerdo, no es necesario que una corte de primera instancia 

investigue si el caso, si llegara a juicio, presentaría problemas de administración 

intratables”). En consecuencia, este factor corre a favor de la certificación 

definitiva. 

C. Conclusión 

Sobre la base de las determinaciones previas con certificación condicional, y 

considerando la nueva información proporcionada por el Administrador del 

Acuerdo en respuesta a las Determinaciones y Recomendaciones, la Corte 

determina que la clase del acuerdo cumple los requisitos de la Norma 23(a) y la 

Norma 23(b)(3). En consecuencia, se otorga la certificación definitiva de la clase 

del acuerdo. 

III. Acuerdo en virtud de la FLSA 

Los Demandantes que solicitan la certificación de una acción colectiva en 

virtud de la FLSA tienen la carga de demostrar que están en “una situación similar” 

a otros empleados como miembros de la clase. Consulte Lilly v. Merrill Lynch & 

Co., 2015 WL 4698475, en *6 (C.D. Cal., 27 de abril del 2015); consulte también 

Lewis v. Wells Fargo Co., 669 F. Supp. 2d 1124, 1127 (N.D. Cal. 2009). Las Cortes 

aplican “un estándar bastante permisivo” al determinar si certifican o no una acción 

colectiva en virtud de la FLSA. Syed v. M-I, LLC, 2014 WL 6685966, en *2 (E.D. 

Cal., 16 de noviembre del 2014), que cita a Adams v. Inter-Con Sec. Sys., 242 

F.R.D. 530, 536 (N.D. Cal. 2007); consulte también Leuthold v. Destination Am., 

224 F.R.D. 462, 467 (N.D. Cal. 2004). 

La acción colectiva en virtud de la FLSA propuesta comprende miembros de 

la Clase del Acuerdo “que presentaron de manera válida y oportuna un Formulario 

de Inclusión de la FLSA, Tarjeta de Inclusión de la FLSA, Formulario de Inclusión 

Electrónico o un consentimiento escrito para la inclusión en la Acción y 
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participación en el Acuerdo de la FLSA”. (Doc. 66-3 en 5-6, Decl. Sup. de Kline, 

25; consulte también Doc. 41 en 7, Acuerdo § 11(18)). Por todos los motivos por 

los que la Clase del Acuerdo cumple los requisitos para la certificación definitiva 

conforme con la Norma 23, la Acción Colectiva en virtud de la FLSA también 

cumple el requisito menos estricto de la FLSA de que los miembros estén en “una 

situación similar”. La certificación definitiva de la acción colectiva en virtud de la 

FLSA es asimismo apropiada. 

IV. Evaluación de los términos del acuerdo 

El acuerdo de una acción de clase requiere la homologación de la Corte, que 

puede otorgarse “solo después de una audiencia y al determinar que [el acuerdo] es 

justo, razonable y adecuado”. Norma Fed. de Proc. Civ. 23(e)(2). Con ese fin, “el 

Congreso y la Corte Suprema modificaron la Norma 23(c) para que establezca 

factores específicos a considerar en la determinación de si un acuerdo es ‘justo, 

razonable y adecuado’”. Briseño v. Henderson, 998 F.3d 1014, 1023 (9.º Cir. 

2021); consulte Norma Fed. de Proc. Civ. 23(c)(2) (vigente desde el 1 de diciembre 

del 2018). La Norma 23(e)(2) ahora instruye a la Corte a considerar si: 

(A) los representantes de la clase y los abogados de la clase han 
representado adecuadamente a la clase; 

(B) la propuesta se negoció en condiciones de igualdad; 
(C) la reparación prevista para la clase es adecuada, considerando: 

(i) los costos, riesgos y demora de juicio y apelación; 
(ii) la eficacia de cualquier método propuesto para distribuir la 
reparación a la clase, lo que incluye el método de procesamiento de 
reclamos de los miembros de la clase: 
(iii) los términos de cualquier adjudicación propuesta de honorarios de 
abogados, lo que incluye los plazos de pago; y 
(iv) cualquier acuerdo que se deba identificar en virtud de la Norma 
23(e)(3); y 

(D) la propuesta trata a los miembros de la clase de manera equitativa en 
comparación de uno con el otro. 

Norma Fed. de Proc. Civ. 23(e)(2); consulte también Briseño, 998 F.3d en 1023-24. 
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El juez determinó que el acuerdo es “justo, adecuado y razonable conforme 

con la Norma 23(c).” (Doc. 65 en 42). Es importante mencionar que el juez centró 

el análisis en los factores identificados por la Corte del Noveno Circuito en 

Churchill Vill. v. Gen. Elec., 361 F.3d 566 (9. ° Cir. 2004).6  (Consulte id. at 27-

40.) Sin embargo, la Corte del Noveno Circuito determinó que la modificación de la 

Norma 23 requiere que las Cortes “vayan más allá de [su] precedente”. Briseño, 

998 F.3d en 1026. Además, la Corte del Noveno Circuito indicó que “la 

consideración de los[] ocho factores de Churchill por sí sola no es suficiente para 

superar la revisión de una corte de apelación”. Kim v. Allison, 8 F.4.º 1170, 1179 

(9.º Cir. 2021) (citas omitidas). En consecuencia, la Corte ahora hace 

determinaciones adicionales relacionadas con los factores enumerados en la Norma 

23. Consulte Briseño, 998 F.3d en 1026; consulte también Urena v. Cent. Cal. 

Almond Growers Assoc., 2021 WL 4318258 (E.D. Cal., 22 de septiembre del 2021) 

(que menciona que el juez emitió determinaciones que trataban los factores de 

Churchill y determinaciones y recomendaciones suplementarias después de Briseño 

para abordar los factores de la Norma 23 modificada, y consideraban las dos 

determinaciones de manera colectiva para determinar que el acuerdo propuesto es 

justo, razonable y adecuado). 

A. Representación de la Clase 

Para determinar la idoneidad de representación en virtud de la Norma 

23(c)(2), la Corte puede considerar si los intereses del demandante principal “se 

 
6 Los factores identificados por la Corte del Noveno Circuito en Churchill incluyen: 

(1) la solidez del caso de los demandantes; (2) el riesgo, gasto, complejidad y duración probable de la continuación 
del litigio; (3) el riesgo de mantener la condición de acción de clase durante todo el juicio; (4) el importe ofrecido 
en el acuerdo; (5) el alcance de la exhibición de pruebas completada y la etapa del procedimiento; (6) la 
experiencia y opiniones de los abogados; (7) la presencia de un participante gubernamental; y (8) la reacción de los 
miembros de la clase al acuerdo propuesto. 

Churchill, 361 F.3d en 575 (cita omitida); consulte también Staton v. Boeing Co., 3  
F.3d 938, 952 (9.º Cir. 2003) (que identifica los mismos factores). Estos factores del acuerdo no son exclusivos, y no es necesario 
que se trate cada uno si es irrelevante para un caso particular. Consulte Churchill. 361 F.3d en 576 n.7. 
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alinean con los intereses de los Miembros de la Clase”. Consulte Cottle v. Plaid 

Inc., 240 F.R.D. 356, 376 (N.D. Cal. 2021). Además, una determinación de que “los 

Abogados de la Clase son experimentados y competentes” apoya una conclusión de 

que la clase está representada adecuadamente. Id.; consulte también In re Pac. 

Enters. Sec. Litig., 47 F.3d 373, 378 (9.º Cir. 1995) (“Las partes representadas por 

abogados competentes están en una mejor posición que las cortes de producir un 

acuerdo que refleje de manera justa el resultado esperado de cada parte en el 

litigio”). Por lo tanto, el análisis de idoneidad en virtud de la Norma 23(e)(2) es 

“redundante de los requisitos de la Norma 23(a)(4) y la Norma 23(g), 

respectivamente”. Mandalevy v. Bofi Holding, Inc., 2022 WL 1556160, en *6 (S.D. 

Cal., 17 de mayo del 2022) (que cita a 4 William B. Rubenstein, Newberg sobre 

Acciones de Clase § 13:48 (5.º ed. 2020)).  

Dado que los Demandantes cumplieron con la carga de demostrar que se 

satisfacía el prerrequisito de idoneidad en virtud de la Norma 23(a), la Corte 

determina que el requisito en virtud de la Norma 23(e)(2) también se satisfizo. 

Consulte Flores v. Dart Container Corp., 2021 WL 1985440, en *5 (E.D. Cal., 17 

de mayo del 2021) (“Dado que la Corta ha determinado que la clase propuesta 

satisface la Norma 23(a)(4) a los efectos de la certificación de clase, también se 

cumple el factor de idoneidad en virtud de la Norma 23(c)(2)(A)”). 

B. Negociación del Acuerdo 

En virtud de la Norma 23, la Corte debe considerar si “la propuesta se 

negoció en condiciones de igualdad”. Norma Fed. de Proc. Civ. 23(e)(2)(B). La 

Corte del Noveno Circuito también “presta mucha atención al producto de una 

resolución negociada no colusoria y en condiciones de igualdad” al evaluar un 

acuerdo de clase. Rodríguez v. W. Publ’g Corp., 563 F.3d 948, 967 (9.º Cir. 2009). 

La investigación de colusión aborda la posibilidad de que el acuerdo sea el 
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resultado de “una conducta deshonesta manifiesta de los negociadores” o incentivos 

inapropiados de los miembros de la clase a expensas de otros. Staton, 327 F.3d en 

960. La Corte del Noveno Circuito observó que “las acciones de clase de acuerdo 

presentan preocupaciones particulares sobre el debido proceso para los miembros 

de la clase ausentes” porque el “riesgo inherente es que los abogados de la clase 

actúen colusivamente con los demandados, reduciendo tácitamente el acuerdo 

general a cambio de honorarios de abogados más altos”. In re Bluetooth Headset 

Prods. Liab. Litig., 654 F.3d 935, 946 (9.º Cir. 2011) (comillas internas, citas 

omitidas). Por lo tanto, la Corte debe considerar si el acuerdo es producto de una 

negociación en condiciones de igualdad o si el acuerdo es producto de colusión o 

fraude. Millan v. Cascade Water Servs., 310 F.R.D. 593, 613 (E.D. Cal. 2015). 

Cuando se alcanza un acuerdo de acción de clase antes de que se certifique 

una clase, las cortes de primera instancia deben estar atentas “no solo a la colusión 

explícita, sino también a señales más sutiles de que los abogados de la clase han 

permitido que la búsqueda de sus propios intereses y los de determinados miembros 

de la clase infecte las negociaciones”. Bluetooth, 654 F.3d en 947; consulte también 

Briseno, 998 F.3d en 1023. Estas “señales más sutiles” incluyen: (1) “cuando los 

abogados reciben una distribución desproporcionada del acuerdo, o cuando la clase 

no recibe ninguna distribución económica pero los abogados de la clase son 

ampliamente recompensados”; (2) la existencia de un acuerdo “sin trabas” (“clear 

sailing”), que establece “el pago de honorarios de abogados por separado de los 

fondos de la clase” y “conlleva la posibilidad de permitir que un demandado les 

pague a los abogados de la clase honorarios y costos excesivos a cambio de que los 

abogados acepten un acuerdo injusto en nombre de la clase”; y (3) “cuando las 

partes acuerdan que los honorarios no adjudicados vuelvan a los demandados en 

lugar de que se agreguen al fondo de la clase”. 
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Id. (comillas internas, citas omitidas). 

1. Si hay una distribución desproporcionada a los abogados 

El rango típico de honorarios de abogados aceptables en el Noveno Circuito 

es de 20% a 33 1/3% del valor total del acuerdo, con 25% considerado como valor 

de referencia. Powers v. Eichen, 229 F.3d 1249, 1256 (9.º Cir. 2000). Dado que la 

adjudicación modificada de honorarios ―respecto de la cual no hubo oposiciones 

de los Abogados de la Clase (consulte Doc. 66)― está dentro del rango identificado 

por el Noveno Circuito, el Acuerdo no prevé una distribución desproporcionada a 

los Abogados de la Clase. Consulte Millan v. Casvade Water Servs., 310 F.R.D. 

593, 612 (E.D. Cal. 2015) (que determinó la inexistencia de una distribución 

desproporcionada porque los abogados de la clase recibirían honorarios dentro del 

rango determinado en el Circuito). 

2. Existencia de un acuerdo “sin trabas” 

En general, una disposición “sin trabas” es aquella en la que las partes 

acuerdan el “pago de honorarios de abogados separados de los fondos de la clase”. 

Bluetooth, 654 F.3d en 947. Un acuerdo “sin trabas” también existe cuando un 

demandado acuerda expresamente no oponerse a una adjudicación de honorarios de 

abogados hasta una cantidad acordada. Id.; Lane, 696 F.3d en 832. Como observó 

el juez, las partes eliminaron la disposición “sin trabas” del acuerdo que ahora está 

ante la Corte. (Consulte Doc. 65 en 40). Los honorarios de abogados se pagarán del 

fondo del acuerdo, y no hay un acuerdo explícito de que el Demandado no se 

opondrá a la solicitud de honorarios. (Doc. 41 en 15, Acuerdo § 111(5)). 

3. Si hay una reversión al Demandado 

Por último, las partes no acordaron que los honorarios no adjudicados 

vuelvan al Demandado. En cambio, las partes acordaron que, si la Corte aprueba 

menos del 35% contemplado en el acuerdo, los honorarios no adjudicados “se 
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volverán parte del Fondo Neto del Acuerdo” para distribución a los miembros de la 

clase. (Doc. 41 en 15, Acuerdo § 111(5)). Como no hay un regreso al Demandado, 

este factor no apoya la determinación de colusión entre las partes. 

4. Determinaciones sobre colusión 

Sobre la base de los factores establecidos por la Corte del Noveno Circuito, 

la Corte determina que el acuerdo “parece ser el producto de negociaciones serias, 

informadas y no colusorias”. Consulte In re Tableware Antitrust Litig., 484 F. 

Supp. 2d 1078, 1079-80 (N.D. Cal. 2007). Por lo tanto, este factor en virtud de la 

Norma 23 apoya la homologación definitiva del acuerdo de clase.  

C. Reparación proporcionada a la Clase 

La Corte del Noveno Circuito observó que “la esencia de un acuerdo es hacer 

concesiones, ‘dejar los absolutos y abandonar las pretensiones más altas’”. Officers 

for Justice v. Civil Serv. Commission, 688 F.2d 615, 624 (9.º Cir. 1982) (cita 

omitida). Al analizar un acuerdo, la Corte debería examinar “el paquete completo 

como un todo”, y el acuerdo propuesto “no debe juzgarse en comparación con una 

medida hipotética o especulativa de lo que los negociadores podrían haber 

logrado”. Officers for Justice, 688 F.2d en 625, 628. 

1. Costos, riesgos y demoras 

Las acciones de clase en derecho laboral conllevan, por su naturaleza, un 

proceso de litigio largo y costoso. Hightower v. JPMorgan Chase Bank. N.A., 2015 

WL 9664959 en *6 (C.D. Cal., 4 de agosto del 2015). Como el juez observó en la 

evaluación de los factores de Churchill, “las partes han estado litigando este caso 

durante más de siete años, [y] ese plazo se extendería aún más si se avanza con este 

caso hasta obtener una resolución final mediante un juicio por jurados”. (Doc. 65 en 

31-32). La continuación del litigio haría que “se sigan acumulando costos de 

litigación y se postergue la recuperación de una reparación económica, que no está 
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garantizada”. (Id. en 32). La homologación del acuerdo es “preferible antes que un 

litigio largo y costoso con resultados inciertos”. Consulte Nat’l Rural Telecomms. 

Coop. v. DIRECTV, Inc., 221 F.R.D. 523, 529 (C.D. Cal. 2004). Por lo tanto, la 

Corte adopta la determinación del juez de que “el riesgo, los gastos, la complejidad 

y la duración probable de la continuación del litigio, corre[] a favor del 

otorgamiento de la homologación definitiva”. (Id.) 

2. Método de distribución 

“[L]a meta de cualquier método de distribución es darles a los miembros de 

la clase la mayor cantidad posible de la reparación por daños disponible, de la 

manera más simple y conveniente posible”. Hilsley v. Ocean Spray Cranberries, 

Inc., 2020 WL 520616 en *7 (S.D. Cal., 31 de enero del 2020) (que cita “Criterios 

de homologación definitiva—Norma 23(c)(2)(C)(ii): Método de distribución” 4 

Newberg sobre Acciones de Clase § 13:53 (5.º ed.)). “Con frecuencia será 

importante que la Corte examine de cerca el método de procesamiento de reclamos 

para asegurarse de que facilite la presentación de reclamos legítimos”. Norma Fed. 

de Proc. Civ. 23(e), Notas del Comité Asesor de 2018. El método propuesto para el 

procesamiento de reclamos “debería disuadir o impedir reclamos injustificados, 

pero la corte debería estar alerta a si el proceso de reclamos es indebidamente 

demandante”. Id.  

No se requiere que los Miembros de la Clase tomen ninguna acción, como 

presentar un formulario de demanda, para recibir una parte del acuerdo.7  (Consulte 

Doc. 41 en 39 [“Todos los Miembros de la Clase serán incluidos automáticamente 

en el Acuerdo de Clase siempre que no opten afirmativamente por ‘excluirse’ del 

Acuerdo de Clase”]). En cambio, los Miembros de la Clase solo tienen que tomar 

acción si quieren excluirse del acuerdo, oponerse a cualquier término o disputar la 

 
7 La Corte reconoce que se requería un formulario de demanda para los fondos destinados a la clase colectiva en virtud de la 
FLSA. 
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cantidad de semanas de trabajo identificadas para calcular su parte individual del 

acuerdo. Dado que no se requiere la presentación de un formulario de demanda, el 

método de distribución propuesto no es “indebidamente demandante” para los 

Miembros de la Clase y facilita el pago de reclamos legítimos. Por lo tanto, este 

factor corre a favor de la homologación definitiva del acuerdo. Consulte Jackson v. 

Fastenal Co., 2021 WL 5755583 en * 11 (E.D. Cal., 3 de diciembre del 2021) (que 

determinó que “el método de distribución de reparaciones es efectivo y corre a 

favor de una determinación de que el acuerdo es justo, razonable y adecuado” 

cuando los miembros de la clase no tienen que presentar un formulario de 

demanda). 

3. Honorarios de abogados 

Al evaluar los términos de un acuerdo, “las cortes deben examinar de cerca 

‘los términos de cualquier adjudicación de honorarios de abogados propuesta’”. 

McKinney-Drobnis v. Oreshack, 16 F.4th 594, 607 (9.º Cir. 2021) (que cita la 

Norma Fed. de Proc. Civ. 23(c)(2)(C)(iii)). La Corte del Noveno Circuito explicó 

que “la nueva Norma 23(c) deja en claro que las cortes deben evaluar la 

‘adjudicación de honorarios de abogados propuesta’ frente a la ‘reparación 

proporcionada a la clase’ al determinar si el acuerdo es ‘adecuado’ para los 

miembros de la clase”. Id., que cita a Briseno, 998 F.3d en 1024. 

El importe de honorarios contemplado por el acuerdo (35% del fondo del 

acuerdo) excede el rango de honorarios aceptables en el Noveno Circuito. Consulte 

Powers, 229 F.3d en 1256. Sin embargo, el juez recomendó una reducción en los 

honorarios a 20%, y los Abogados de la Clase no se opusieron a esta 

recomendación. (Consulte Doc. 66 en 4-5 [donde se reconoce la reducción de 

honorarios y no se plantean oposiciones a esta disposición de las Determinaciones y 

Recomendaciones]). Los honorarios aprobados por la Corte serán pagados por el 
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Administrador del Acuerdo del fondo total del acuerdo en un plazo de 63 días 

después de la homologación definitiva. (Doc. 41 en 15, § 111(4)). En ese mismo 

período de 63 días, el Administrador del Acuerdo emitirá los demás pagos 

aprobados, incluido el pago a los Miembros de la Clase. (Id.) Por lo tanto, los 

Abogados de la Clase recibirán su pago en el mismo período que los Miembros de 

la Clase. El importe adjudicado de honorarios y el plazo de pago no corren en 

contra de la homologación definitiva del Acuerdo de Clase. 

4. Acuerdo que debe identificarse 

La Corte debe considerar cualquier acuerdo que deba identificarse en virtud 

de la Norma 23(c)(3). Norma Fed. de Proc. Civ. 23(c)(2)(C)(iv). Específicamente, 

“las partes que solicitan la homologación deben presentar una declaración que 

identifique cualquier acuerdo hecho en relación con la propuesta”. Norma Fed. de 

Proc. Civ. 23(e)(3). Las partes no han identificado ningún acuerdo, y la Corte no 

tiene conocimiento de tales acuerdos. Por lo tanto, este factor no corre contra la 

homologación definitiva. 

D. Tratamiento de los Miembros de la Clase 

La Norma 23 requiere que la Corte considere si el acuerdo propuesto “trata a 

los miembros de la clase de manera equitativa en comparación de uno con el otro”. 

Norma Fed. de Proc. Civ. 23(e)(2)(D). “Una distribución de reparaciones que 

favorece a algunos miembros de la clase a expensas de otros puede ser una señal de 

alerta de que los abogados de la clase han traicionado a algunos de los miembros de 

la clase para beneficio de otros, o para su propio beneficio”. Hilsley, 2020 WL 

520616 en *7 (cita omitida). 

Las partes acordaron que los Miembros de la Clase que no solicitaron la 

exclusión recibirán una parte prorrateada del fondo neto del acuerdo. (Doc. 41 en 

16-17, § 111(9)). Dado que el Acuerdo establece la distribución prorrateada a los 
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Miembros de la Clase según sus semanas de trabajo, el acuerdo trata a los 

Miembros de la Clase de manera equitativa. Consulte Cooks v. TNG GP, 2021 WL 

5139613 en *4 (E.D. Cal., 4 de noviembre del 2021) (se observó que el cálculo de 

pagos a los miembros de la clase “de manera prorrateada sobre la base de la 

cantidad de semanas de trabajo indemnizables que cada miembro trabajo... es justo 

y trata a los miembros de la clase de manera equitativa”); consulte también Gomez-

Gasca v. Future AG Mgmt. Inc., 2020 WL 6149688 en *4 (N.D. Cal., 20 de octubre 

del 2020) (que aprobó un acuerdo que incluye “la asignación prorrateada sobre la 

base de la cantidad de semanas de trabajo que el miembro de la clase trabajó 

durante el Período de la Clase”); In re Regulus Therapeutics Sec. Litig., 2020 WL 

6381898 en *5 (S.D. Cal., 29 de octubre del 2020) (que determinó que un plan de 

distribución prorrateada era equitativo y corría a favor de la homologación de los 

términos del acuerdo). Por lo tanto, el plan de distribución apoya la homologación 

definitiva. 

E. Reacción de los Miembros de la Clase al Acuerdo 

“[L]a ausencia de una gran cantidad de oposiciones a un acuerdo de acción 

de clase propuesto da lugar a una sólida presunción de que los términos del acuerdo 

de acción de clase propuesto son favorables para los miembros de la clase”. Nat'l 

Rural Telecomms., 221 F.R.D. en 529; consulte también Cottle, 340 F.R.D. en 376 

(se observó que una corte puede evaluar la reacción de los miembros de la clase 

considerando “cuántos miembros de la clase presentaron... oposiciones” en la etapa 

de homologación definitiva). 

Después de la recepción del Paquete de Notificación aprobado por la Corte, 

no se hicieron oposiciones al Acuerdo, y menos de 30 personas solicitaron la 

exclusión, lo que da lugar a 8,717 Miembros de la Clase. (Doc. 63 en 4, Decl. de 

Kline, párrafo 14 [que indica que Simpluris recibió 26 solicitudes válidas]; Doc. 66-
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3 en 5, Decl. Sup. de Kline, párrafos 19, 25 [se indica que un Miembro de la Clase 

Omitido solicitó la exclusión, y hubo 8,717 Miembros de la Clase que no 

solicitaron la exclusión]). Por lo tanto, una mayoría significativa de los Miembros 

de la Clase tuvieron una reacción favorable a los términos del acuerdo propuesto al 

no solicitar la exclusión ni presentar oposiciones, y este factor corre a favor de la 

homologación definitiva. Consulte Chun-Hoon v. McKee Foods Corp., 716 F. 

Supp. 2d 848, 852 (N.D. Cal. 2010) (se determina que la reacción de los miembros 

de la clase fue “abrumadora[mente] positiva”, ya que 16 de las 329 personas 

―aproximadamente 4.86% de la clase― se excluyeron del acuerdo). 

F. Conclusión 

La Corte ha revisado las determinaciones del juez en relación con los factores 

de Churchill y concluye que el acta los respalda. La información adicional brindada 

por el Administrador del Acuerdo en respuesta a las Determinaciones y 

Recomendaciones no altera el análisis, y se adoptan las determinaciones de 

Churchill. Sumado a los factores establecidos arriba conforme con la Norma 

23(e)(2) modificada, la Corte determina que el acuerdo es justo, razonable y 

adecuado. En consecuencia, se adopta la recomendación de que se homologue l 

acuerdo de clase. 

V. Homologación del Acuerdo en virtud de la PAGA 

Las partes acordaron que se asignarán $150,000.00 del fondo bruto de 

S4,500,000.00 a los reclamos en virtud de la PAGA en cuestión. (Doc. 41 en 16, 

Acuerdo § 111(8)). Como observó el juez, “[e]ste importe entra dentro del rango de 

sanciones en virtud de la PAGA comparables previamente aprobadas en otras 

acciones de clase, en esta corte y en otras”. (Doc. 65 en 35, citas omitidas). 

Además, el Acuerdo destina debidamente el 75% de los fondos en virtud de la 

PAGA a la Agencia de Trabajo y Desarrollo de la Fuerza Laboral —un total de 
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$112,500 del fondo bruto— y el $25% restante a los empleados afectados. (Doc. 41 

en 16, Acuerdo § 111(8); consulte también Doc. 65 en 34). Por lo tanto, la Corte 

determina que la homologación definitiva del pago en virtud de la PAGA también 

es apropiada. 

VI. Solicitud de honorarios de abogados 

Los abogados solicitaron honorarios de abogados por un total de 

$1,575,000.00, que equivale al 35% del fondo total del acuerdo. (Doc. 60 en 2). El 

juez determinó que “los abogados no proporcionaron la información solicitada para 

que la Corte pueda analizar la facturación duplicada o la razonabilidad de manera 

competente”. (Doc. 65 en 48). Por ejemplo, Lavic & Ebrahimian “solo presentaron 

una cantidad total de horas dedicadas en el transcurso de varios años de litigio, y 

una descripción general de las tareas”. (Id. en 54). El Estudio Jurídico de Sahag 

Majarian no presentó planillas de horas de trabajo, sino que se basó en la 

información limitada que proporcionó el Sr. Majarian en una declaración donde se 

identifican las tareas generales emprendidas y el tiempo total dedicado. (Id. en 54-

55). Por último, el juez identificó numerosos problemas con las prácticas de 

facturación de Lawyers for Justice, que facturó las tareas en bloque, proporcionó 

solo categorías generales de trabajo y pareció facturar horas excesivas por las tareas 

completadas. (Id. en 48-54). 

El juez también determinó que las tarifas por hora aplicadas por los abogados 

—que iban de $450 a $785— en apoyo de la solicitud eran en términos generales 

“más altas que las que esta Corte aceptó anteriormente como razonables”. (Doc. 65 

en 59, que cita, p. ej., Emmons v. Quest Diagnostics Clinical Labs. Inc., 2017 WL 

749018, en *8 (E.D. Cal., 27 de febrero del 2017); Englert v. City of Merced, 2020 

WL 2215749, en *13 (E.D. Cal., 7 de mayo del 2020; In re Taco Bell Wage & Hour 

Actions, 222 F. Supp.3d 813, 839 (E.D. Cal. 2016)). Considerando la evidencia, y la 
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falta de ella, ante la Corte, el juez recomendó que la adjudicación de honorarios se 

haga por un importe modificado del 20% del fondo del acuerdo, para un total de 

$900,000.00 que se repartirá entre los tres estudios jurídicos. (Doc. 65 en 20, 67). 

Notablemente, no se hicieron oposiciones a las Determinaciones y 

Recomendaciones relacionadas con la adjudicación de honorarios. (Consulte a nivel 

general Doc. 66). La Corte ha revisado el análisis del juez y determina que el acta y 

el análisis correspondiente lo respaldan. 

Una reducción en la adjudicación de honorarios es apropiada, en particular 
dada la falta de evidencia de que las horas dedicadas hayan sido necesarias para 
lograr los resultados obtenidos. Consulte Hensley v. Eckerhart, 461 U.S. 424. 433 
(1983) (el solicitante de honorarios debe proporcionar registros que documenten las 
tareas completadas y la cantidad de horas dedicadas y “[s]i la documentación de 
horas es inadecuada”, la corte de primera instancia puede reducir la adjudicación). 
La adjudicación modificada también se mantiene dentro del rango de honorarios 
aceptados en el Noveno Distrito. Consulte Paul, Johnson, Alston & Hunt v. 
Graulty, 886 F.2d 268, 272 (9.º Cir. 1989) (las adjudicaciones de honorarios de un 
fondo común “[c]omúnmente... van del 20 al 30 por ciento del fondo creado”); 
Barbosa v. Cargill Meat Solutions Corp., 297 F.R.D. 431,448 (E.D. Cal. 2013) (“El 
rango típico de honorarios de abogados aceptables en el Noveno Circuito es del 20 
al 33.3 por ciento del valor total del acuerdo”). La Corte determina que el importe 
modificado de honorarios es justo, razonable y adecuado según los requisitos de la 
Norma 23. Por lo tanto, se adopta la recomendación de que los honorarios de 
abogados se reduzcan a 20% del fondo total del acuerdo. 
VII.  Solicitud de costos y gastos 

“No hay duda de que un abogado que ha creado un fondo común para el 
beneficio de la clase tiene derecho al reembolso de los gastos de litigación 
razonables de ese fondo”. Ontiveros v. Zamora, 303 F.R.D. 356, 375 (E.D. Cal. 
2014) (cita omitida). En general, el reembolso de costos sujetos a impuestos está 
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regulado por el Título 28 del U.S.C. § 1920 y la Norma Federal de Procedimiento 
Civil 54. Los abogados pueden recuperar los gastos razonables que normalmente se 
facturarían a clientes pagadores en asuntos no sujetos a contingencias. Consulte 
Harris v. Marhoefer, 24 F.3d 16, 19 (9.º Cir. 1994). Además, los costos podrán 
adjudicarse conforme con la legislación de California a un empleado que resulte 
vencedor en un reclamo en virtud de la PAGA. Consulte Cód. Lab. de Cal. § 
2699(g). 

Conforme con el Acuerdo, los abogados de los Demandantes estaban 
autorizados a solicitar “costos y gastos... que no excedieran los $65,000” del fondo 
total del acuerdo. (Doc. 41 en 15, § 111(5)). En la solicitud de costos y gastos, los 
abogados solicitaron un total de $63,201.23, lo que incluía: $41,748.54 para 
Lawyers for Justice, PC (LFJ); $14,666.97 para Lavi & Ebrahimian, LLP; y 
$6,785.72 para el Estudio Jurídico de Sahag Majarian II. (Doc. 60 en 31). 

El juez indicó que se instruyó a los abogados a que “brindaran recibos en 
respaldo de sus gastos alegados”. (Doc. 65 en 60, que cita a Doc. 43 en 32 
[modificación omitida]). A pesar de esta instrucción, los abogados no lo hicieron. 
(Id.) El juez consideró que la falta de recibos era problemática, en particular en 
relación con los gastos de mediación reportados y algunos gastos de viaje. (Id.) El 
juez explicó que, sin los recibos, “no estaba claro cómo se dividieron y se 
incurrieron los gastos”. (Id. en 60-61). El juez observó que, en total, los abogados 
solicitaron $22,104.79 en concepto de “honorarios de mediación”, pero consideró 
que “la ausencia de recibos aquí le impide a la Corte tomar la determinación de que 
los costos de mediación se adjudican correctamente como gastos a los abogados”. 
(Id. en 61). Por lo tanto, el juez recomendó que “no se adjudiquen honorarios de 
mediación a menos que las oposiciones presenten claramente los recibos y el 
desglose de honorarios divididos entre los estudios jurídicos de los Demandantes”. 
(Id.) El juez también recomendó que se reduzcan los gastos de viaje solicitados “a 
menos que los abogados brinden una explicación razonable y documentación 
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respaldatoria para los gastos de viaje alegados, si la Corte de Primera Instancia 
tiene predisposición a considerar dicha presentación en oposiciones en tal 
momento”. (Id. en 62). Por lo tanto, el juez recomendó que se adjudiquen gastos 
por los importes reducidos de $25,626.02 a LFJ; $8,731.23 a Lavi & Ebrahimian; y 
$1,669.06 al Estudio Jurídico de Sahag Majarían II. (Id. en 62, 67). 

Los abogados se opusieron a las reducciones recomendadas para cada 
estudio. (Doc. 66 en 5-13). Los abogados presentaron una aclaración de los costos 
de mediación y viajes incurridos por cada estudio, respaldados por amplias pruebas. 
(Consulte Doc. 66 en 6-14; consulte a nivel general Doc. 66-1 en 2-84; Doc. 66-2 
en 3-92). Sin embargo, LFJ indica que su solicitud original de costos incluyó por 
error una entrada duplicada por $66.12. (Doc. 66 en 6). Además, LFJ retira una 
solicitud por viajes por un importe de $941.91, reconociendo que es posible que el 
exempleado que facturó el viaje el 7 de diciembre del 2015 haya viajado por 
“múltiples casos en la Corte Superior de Fresno en el mismo día o alrededor de esa 
fecha”. (Id.; Doc. 66-1 en 5, Decl. de Ghosh párrafo 15(a)). Habiendo revisado la 
evidencia proporcionada con las oposiciones (lo que incluye la declaración de los 
abogados y los recibos), la Corte determina que los gastos incurridos son 
razonables y del tipo que se aprueba rutinariamente. Consulte Ontiveros, 303 
F.R.D. en 375 (que determinó que los costos, lo que incluye honorarios de 
mediación, costas judiciales, honorarios de investigación y honorarios de peritos, 
eran “gastos de litigación razonables” y aprobó la solicitud de los abogados de la 
clase); Wilson v. Tesla, Inc., 2019 WL 2929988, en *13 (N.D. Cal., 8 de septiembre 
del 2019) (“las cortes en todo el Noveno Circuito adjudican regularmente costos y 
gastos de litigación (incluidos gastos de viaje razonables) en acciones de clase por 
reclamos en materia de salarios y horas de trabajo”). En consecuencia, la Corte 
rechaza la adopción de las recomendaciones del juez. La Corte aprueba los gastos, 
que se pagarán del fondo del acuerdo, por un importe de $40,740.188 para LFJ; 

 
8 Este importe refleja la reducción de los costos duplicados y solicitud retirada de gastos de viaje del 7 de diciembre del 2015, 
como se indicó en las oposiciones. 
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$14.666.97 para Lavi & Ebrahimian; y $6,785,72 para el Estudio Jurídico de Sahag 
Majarían II. 
VIII. Aumentos en el pago a los Representantes de la Clase 

Conforme con el Acuerdo, el Demandante estaba autorizado a solicitar 

aumentos en el pago de hasta $7,500 para Thomas Beltran, Mario Martinez, Maria 

Obeso Cota y Alexander Solorio; y un aumento en el pago de $3,500 para Juan 

Rivera. (Doc. 41 en 15-16, § 111(6)). Al revisar una versión previa del acuerdo, el 

Juez de Primera Instancia asignado previamente a esta acción determinó que la 

evidencia era suficiente para homologar preliminarmente los pagos solicitados para 

Cota y Solorio. (Doc. 29 en 6-9). Por otro lado, la evidencia era insuficiente para 

Beltran y Martinez, incluso para la homologación preliminar, y se indicó que las 

partes tenían que “presentar documentos suplementarios que den un respaldo más 

detallado” para Beltran y Martinez. (Id. en 6-7). Luego, en el otorgamiento de la 

homologación preliminar, el juez indicó: “En la homologación definitiva, los 

demandantes principales deberán respaldar de manera suficiente los pagos de 

incentivos propuestos, lo que incluye presentar declaraciones que aclaren las horas 

totales no duplicadas dedicadas a este asunto”. (Doc. 43 en 28). A pesar de esta 

instrucción explícita, ninguno de los demandantes principales presentó nuevas 

declaraciones con la solicitud de homologación definitiva. 

El juez observó que los Demandantes parecían “basarse mayormente en 

discusiones y declaraciones previas hechas en apoyo de la solicitud de 

homologación preliminar” y determinó que la evidencia era “insuficiente en la 

etapa de homologación definitiva, particularmente a la luz de las advertencias de la 

Corte”. (Doc. 65 en 68). El juez también indicó que “los aumentos en el pago 

solicitados de $7,500 son aproximadamente 10.5 veces la magnitud del pago neto 

promedio”, y determinó que esta proporción “por sí sola, sugiere que el aumento en 

el pago solicitado es excesivo”. (Id.) Por lo tanto, el juez recomendó “adjudicar a 
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los representantes de la clase principales Beltran, Martinez, Cota y Solorio, 

aumentos en el pago de S5,000.00, y a Rivera, $3,500.00”. (Id.) 

Los Demandantes ahora se oponen “a la reducción en los aumentos en los 

pagos para los Demandantes Beltran y Martinez”.9 (Doc. (Doc. 66 en 14, lo 

destacado fue omitido). Los Demandantes sostienen que el juez “ignor[ó] las horas 

indicadas en las Declaraciones... presentadas en apoyo a la Solicitud de 

Homologación Preliminar”. (Doc. 66 en 14, que cita los Doc. 25-5 [Decl. de 

Rivera], 25-3 [Decl. de Beltran] y 25-4 [Decl. de Martinez]). Los Demandantes 

indican que, “como señalaron los abogados” en la audiencia de homologación 

definitiva, “Beltran expandió [sic] un total de al menos 69 horas en relación con 

esta acción” y “Martinez expandió [sic] al menos 69 horas en relación con esta 

acción”. (Id. en 14, 15, que cita los Doc. 25-3, 25-4). Los Demandantes sostienen 

que los esfuerzos de Martinez y Beltran “fueron fundamentales en la provisión de 

información, datos y documentos que ayudaron a llegar al Acuerdo [y] justifican un 

Aumento en el Pago más alto”. (Id. en 15). Por lo tanto, los Demandantes sostienen 

que “es apropiado y justo que el Demandante Beltran y el Demandante Martinez 

reciban Aumentos en los Pagos por el importe de $7,500.00 como se solicitó”. (Id.) 

Significativamente, la evidencia a la que los Demandantes nuevamente 

dirigieron la atención de la Corte no desautoriza las determinaciones del juez. De 

hecho, el juez reconoció las declaraciones previas presentadas por Beltran y 

Martinez e indicó que se los instruyó —más de una vez— a que presentaran 

escritos y pruebas adicionales para respaldar las solicitudes en la homologación 

definitiva. Sin embargo, Beltran y Martinez no lo hicieron. 

Como determinó el juez, las horas dedicadas por Beltran y Martinez apoyan 

la emisión de un aumento en el pago. Consulte Greer v. Dick's Sporting Goods, 

 
9 Los Demandantes no se oponen a la reducción recomendada para Cota y Solorio. (Doc. 66 en 
14-15). 
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Inc., 2020 WL 5535399, en *4 (E.D. Cal., 15 de septiembre del 2020) (se observó 

que el Distrito Este ha adjudicado pagos separados “por ‘esfuerzos sustanciales’ 

hechos como representante de la clase cuando el demandante dedicaba al menos 30 

a 40 horas de trabajo”) (comillas internas, cita omitida). Sin embargo, la evidencia 

ante la Corte no respalda el importe solicitado. 

A.  Factores considerados por la Corte 

Para determinar el importe razonable a adjudicar, la Corte puede considerar 

las acciones tomadas por los representantes de la clase, si la tarifa por hora es justa 

y qué tan grande es el aumento en el pago en comparación con la adjudicación 

promedio que se espera que reciban los miembros de la clase. Consulte, p. ej., 

Ontiveros v. Zamora, 303 F.R.D 356, 366 (E.D. Cal., 8 de octubre del 2014) (se 

evaluó la tarifa por hora que el demandante principal recibiría para determinar si el 

aumento en el pago era apropiado); Rankin v. Am. Greetings, Inc., 2011 WL 

13239039, en *2 (E.D. Cal., 6 de julio del 2011) (se indicó que el aumento en el 

pago solicitado era “razonablemente cercano al importe promedio que recibiría 

cada miembro de la clase”; Alvarado, 2011 WL 1883188 en * 10-11. 

1. Acciones de los representantes de la clase 

En Rankin, esta Corte aprobó un aumento en el pago de $5,000, donde el 

“[d]emandante contrató abogados, asistió en el litigio y fue un participante activo 

en la mediación de día completo”. Id., 2011 2011 WL 13239039, en *5. De manera 

similar, la Corte del Distrito Norte determinó que un aumento en el pago de $5,000 

era apropiado para un representante de la clase dado que “fue quien presentó 

inicialmente el asunto ante los abogados”, participó en la exhibición de pruebas y 

negociaciones del acuerdo y “dedicó más de 40 horas al caso”. Chen v. Chase Bank 

USA, N.A., 2020 WL 3432644, en *12 (N.D. Cal., 30 de junio de 2020). Las 

acciones de Beltran y Martinez son similares a las tomadas en Rankin y Chen. Por 
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lo tanto, este factor respalda una conclusión de que una reducción de $5,000 es 

apropiada. 

2. Justicia de la tarifa por hora 

Las cortes han considerado la tarifa de compensación por hora para un 

representante de la clase. Consulte, p. ej., Ontiveros, 303 F.R.D. en 366; Moss v. 

USE Reddaway, 2018 WL 5099291, en *11 (C.D. Cal., 15 de febrero del 2018); 

Pappas v. Naked Juice Co of Glendora, Inc., 2014 WL 12382279, en *14-15 (C.D. 

Cal., 2 de enero del 2014). Al hacerlo, las cortes rechazaron emitir aumentos en el 

pago en donde la tarifa por hora por las tareas completadas en la acción era 

excesiva o poco razonable. Consulte Ontiveros, 303 F.R.D. en 366; Moss, 2018 WL 

5099291, en * 11; consulte también Pappas, Inc., 2014 WL 12382279, en * 14-15. 

Por ejemplo, esta Corte criticó un aumento solicitado que hubiera 

compensado al representante de la clase “a una tarifa de $73.80 por hora”. 

Ontiveros, 303 F.R.D. en 366. Al evaluar si el aumento era razonable, la Corte notó 

que a Ontiveros le pagaban $15 por hora mientras trabajaba para el demandado. Id. 

en 366, n.3. La Corte explicó que “[l]os aumentos en los pagos deberían ser 

suficientes para compensar a los representantes de la clase por el riesgo 

económico... por ejemplo, por las horas que podrían haber dedicado a sus empleos”. 

Id. en 366 (que cita a Rodríguez, 563 F.3d en 958-59). La Corte determinó que un 

aumento de “$50 por hora compensa de manera justa al demandante principal por 

su tiempo” y redondeó el total de $13,500 a $15,000 para “incorporar un incentivo 

adicional por participar en el litigio”. Id. De manera similar, el Distrito Central 

rechazó la aprobación de aumentos en el pago a los representantes de la clase 

cuando la cantidad propuesta daba lugar a “tarifas por hora extremadamente 

elevadas”. Moss, 2018 WL 5099291, en * 11. 

Beltran y Martinez declararon 69 horas y 64 horas en esta acción, 
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respectivamente. (Doc. 25-3 en 4-6, Decl. de Beltran párrafos 9-13; Doc. 25-4 en 4-

6, Decl. de Martinez Decl., párrafos 11-15). Con los pagos solicitados de $7,500 

cada uno, se compensaría a Beltran y Martinez a tarifas por hora de 

aproximadamente $109 y $117. Esto parece más elevado de lo razonable, en 

particular porque Beltran recibía una tarifa por hora de $11.17 como empleado de 

Olam, y Martinez recibía una tarifa por hora de $10.28. (Doc. 25-3 en 2, párrafo 2; 

Doc. 25-2 en 2, párrafo 2). Si la Corte adoptara la tarifa por hora de $50 aprobada 

en Ontiveros, los aumentos en los pagos para los Demandantes se reducirían a un 

máximo de $3,450. Por lo tanto, las tarifas por hora no respaldan los aumentos en 

los pagos por los importes solicitados. Consulte Ontiveros, 303 F.R.D. en 366; 

Pappas. Inc., 2014 WL 12382279, en *14-15 (se redujeron los aumentos en los 

pagos para cada representante de la clase). 

3. Comparación de la adjudicación con la de los miembros de la 

clase 

El Noveno Circuito indicó que la Corte puede considerar la “proporción de 

los pagos [a los representantes] en relación con el importe del acuerdo y la 

magnitud de cada pago”. In re Online DVD- Rental Antitrust Litig., 779 F.3d 934, 

947 (9.º Cir. 2015); consulte también Spann v. J.C. Penney Corp., 211 F. Supp. 3d 

1244, 1265 (C.D. Cal. 2016). Por ejemplo, en Rankin, la Corte aprobó un aumento 

en el pago de $5,000, donde el “[d]emandante contrató abogados, asistió en el 

litigio y fue un participante activo en la mediación de día completo”. Id., 2011 WL 

13239039, en *2. La Corte determinó que el importe era razonable, observando que 

era “razonablemente cercano al importe promedio que recibiría cada miembro de la 

clase”. Id. 

Como determinó el juez, “los aumentos en el pago solicitados de $7,500 son 

aproximadamente 10.5 veces la magnitud del pago neto promedio”. (Doc. 65 en 
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65). Dada la disparidad entre la adjudicación promedio y los aumentos en los pagos 

solicitados por los Demandantes, este factor no respalda el importe solicitado, y en 

cambio, favorece una reducción de los aumentos en los pagos. 

B.  Importes adjudicados 

La Corte determina que el análisis del juez fue adecuado, en particular dada 

la evidencia y análisis limitados presentados por las partes para respaldar las 

solicitudes para Beltran y Martinez. Notablemente, un aumento en el pago de 

$5,000 para el representante de la clase “es presuntamente razonable” en el Noveno 

Circuito. Richardson v. THD At-Home Sens., 2016 WL 1366952, en *13 (E.D. Cal., 

6 de abril del 2016); consulte también Gonzalez v. NCZ Group, Inc., 2023 WL 

373252, en *9 (E.D. Cal., 24 de enero del 2023) (“Las cortes determinan 

rutinariamente que los aumentos en los pagos de $5,000 son razonables”); 

Bellinghausen v. Tractor Supply Co., 306 F.R.D. 245, 266 (N.D. Cal. 2015) (se 

observó que, en el Distrito Norte, “un pago de $5,000 es presuntamente 

razonable”). En consecuencia, la Corte determina que el importe recomendado de 

$5,000 cada uno para Beltran y Martinez —y también para Cota y Solorio, para 

quienes no hubo oposiciones— es justo, razonable y adecuado. Asimismo, el 

aumento en el pago de $3,500 para Rivera parece ser justo, razonable y adecuado. 

Por lo tanto, se adoptan las recomendaciones del juez sobre los aumentos en los 

pagos. 

IX. Costos de la Administración del Acuerdo 

Las partes acordaron que el Administrador del Acuerdo recibirá “los costos 

razonables de administración del Acuerdo y distribución de pagos del Fondo Total 

del Acuerdo”. (Doc. 41 en 16, §111(7)). Simpluris declara que sus “costos totales 

por servicios en relación con la administración de este Acuerdo, lo que incluye 

honorarios y costos futuros previstos para la finalización de la administración, son 
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de $83,177.00, de los cuales $78,187.00 se pagarán del Fondo Total del Acuerdo y 

$4,990.00 serán pagados directamente por el Demandado”. (Doc. 63 en 6, párrafo 

26). En consecuencia, el juez recomendó que Simpluris reciba $78,187.00 en 

concepto de gastos y costos de administración del acuerdo. (Doc. 65 en 67-68). No 

hubo oposiciones al importe adjudicado a Simpluris. (Consulte a nivel general Doc. 

66). Debido a que la evidencia respalda el importe, la Corte adopta la 

recomendación. 

X. Conclusión y orden 

Según el Título 28 del U.S.C. § 636 (b)( 1 )(C), esta Corte realizó una 

revisión de novo del caso y revisó con detenimiento la totalidad del asunto. Sobre la 

base de lo anterior, la Corte ORDENA QUE: 

1. SE ADOPTEN EN PARTE las Determinaciones y Recomendaciones. 

2. Se CONCEDA la solicitud de homologación definitiva del Acuerdo de 

los Demandantes (Doc. 58). 

3. Se OTORGUE la certificación de la Clase en virtud de la Norma 23 y la 

Clase Colectiva en virtud de la FLSA. La clase en virtud de la Norma 23 

se define de la siguiente manera: 

Todas las personas que fueron empleados de Olam West Coast, 
Inc. (“Demandado”) en un puesto que el Demandado clasificó 
como no exento o no exento por hora y que trabajaron en ese 
puesto en las instalaciones del Demandado de Fresno, Firebaugh, 
Hanford, Lemoore, Gilroy o Williams en California y por cuyo 
puesto se les pagó a los Miembros de la Clase y Miembros en 
virtud de la FLSA como no exentos (“Puesto Cubierto”), en 
cualquier momento durante el período del 7 de julio del 2011 al 
22 de septiembre del 2021 (“Período Resuelto”), o a los 
patrimonios de dichas personas. 

La Clase Colectiva en virtud de la FLSA incluye: 

Todas las personas que fueron empleados en Olam West Coast, 
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Inc. (el “Demandado”) en las sedes del Demandado de Fresno, 
Firebaugh, Hanford, Lemoore, Gilroy o Williams en uno o más 
puestos que fueron clasificados como no exentos o no exentos por 
hora en cualquier momento durante el período comprendido desde 
el 7 de julio del 2011 al 22 de septiembre del 2021 (“Miembros en 
virtud de la FLSA”). 

4. La Corte registre Sentencia mediante la cual se determinará 

definitivamente, a la Fecha de Entrada en Vigencia, que los Miembros 

Participantes de la Clase han otorgado una exoneración de todos los 

Reclamos Exonerados de la Clase contra las Partes Exoneradas, como 

se establece en el Acuerdo y Paquete de Notificación, y todos los 

Miembros Participantes en virtud de la FLSA exonerarán todos los 

Reclamos en virtud de la FLSA Exonerados contra las Partes 

Exoneradas, como se establece en el Acuerdo y Paquete de 

Notificación. 

5. Las personas que se excluyeron del Acuerdo de manera oportuna y 

válida no quedarán sujetas ni a los términos ni la sentencia. 

6. El Demandado DEBERÁ proporcionar los fondos para el Fondo Total 

del Acuerdo en un plazo de 30 días calendario después del registro de 

esta Orden y Sentencia de Homologación Definitiva, de conformidad 

con el Acuerdo. 

7. Se APRUEBE la adjudicación en virtud de la PAGA de $150,000.00 

del Importe Bruto del Acuerdo, lo que incluye el pago de $112,500.00 

a la Agencia de Trabajo y Desarrollo de la Fuerza Laboral y la 

distribución de los $37,500 restantes a los empleados afectados. 
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8. Se CONCEDA EN 

PARTE la solicitud de aumento en el pago a los representantes de la 
clase de $5,000.00 para Beltran, Martinez, Cota y Soloria; y de 
$3,500.00 para Rivera. 

9. Se CONCEDA EN PARTE la solicitud de honorarios de los 

abogados por el importe modificado del 20% del importe bruto del 

acuerdo, que se traduce en un total de $900,000.00. 

10. Se CONCEDA la solicitud de los gastos de los abogados del fondo 

total del acuerdo por el importe de $40,740.18 para Lawyers for 

Justice; $14,666.97 para Lavi & Ebrahimian; y $6,785,72 para el 

Estudio Jurídico de Sahag Majarian II. 

11. Se APRUEBEN costos de administración del Acuerdo por el importe 

de $78,187.00, que se pagará del Fondo Total del Acuerdo. 

12. El Administrador del Acuerdo distribuirá los pagos a los Miembros 

Participantes de la Clase y a los Miembros Participantes en virtud de la 

FLSA en un plazo de 63 después del registro de esta orden, según los 

métodos y términos establecidos en el Acuerdo. 

13. Se DESESTIME la acción sin derecho a un nuevo juicio, y cada parte 

será responsable de sus propios costos y honorarios de abogados 

excepto según lo establecido en el Acuerdo y lo ordenado por la Corte. 

14. Se INSTRUYA al Secretario de la Corte a que cierre esta acción. 

/// 

/// 

/// 
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La Corte conserva la competencia para considerar cualquier solicitud adicional que 

surja de o en relación con el Acuerdo. 

 

ASÍ SE ORDENA. 

Fecha: 8 de septiembre del 2023 [Firma]    
     Juez de primera instancia de EE.UU. 


